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El objetivo del trabajo es identificar si tiene incidencia o no, la conducta dolosa 
tipificada en nuestro ordenamiento penal como defraudación de fluidos dentro del 
procedimiento administrativo de recuperación de energía. 
 
Si bien, el artículo 150 de la Ley 142 de 1.994 Régimen de Servicios Públicos 
Domiciliarios, dispone en su contenido que la excepción al término de los cinco (5) 
meses de recuperación de energía eléctrica a que tiene derecho una empresa 
prestadora de servicios públicos domiciliarios, cuando se logra demostrar que no se 
estaba realizando la correcta facturación de la energía consumida en un 
determinado predio, no opera en los casos en los que se demuestre dolo del 
suscriptor y/o usuario, no existe normativa, que regule en definitiva, el procedimiento 
a seguir en tales casos. 
 
Ahora, en concordancia con la mencionada excepción, debe tenerse en cuenta el 
aspecto volitivo del agente en la intención de causar un daño, como bien es definido 
por el Código Civil en su artículo 63: “El dolo consiste en la intención volitiva de inferir 
injuria a la persona o propiedad de otro”.  
 
En ese mismo sentido, el académico Alfonso Reyes Echandía lo definió como: “la 
reprochable actitud de la voluntad dirigida conscientemente a la realización de la conducta 
típica y antijurídica.” 
 
Por ello, es así como tampoco compete a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, la regulación en el asunto, por cuanto así lo ha señalado la 
mencionada entidad en reiterados conceptos:  
 
(…)frente a la determinación de si una conducta es dolosa o no, tenemos que dicho 
aspecto, no encuentra dentro de las competencias que la Ley ha señalado para esta 
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1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
A partir de la sentencia SU – 1010 del 2008, las empresas prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios han tenido que valerse del Procedimiento Administrativo de 
Recuperación de Energía,  P.A.R.E, contenido en el artículo 150 de la Ley 142 de 
1994, régimen de servicios públicos domiciliarios, con sujeción al debido proceso 
como principio constitucional consagrado en el artículo 29 de la Carta Política 
Colombiana, y al principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 del anterior 
mandato, el cual tiene directa aplicación en aquellas relaciones jurídico 
administrativas dadas entre los particulares y la administración, para recuperar 
consumos dejados de facturar, así como se infiere del siguiente aparte 
jurisprudencial tomado de la sentencia C-1194 de 2008, Magistrado Ponente 
Rodrigo Escobar Gil: 
La Corte ha señalado que la buena fe es un principio que de conformidad con el  
artículo 83 de la Carta Política se presume y conforme con este (i) las actuaciones de 
los particulares y de las autoridades públicas deben estar gobernadas por el principio 
de buena fe y; (ii) ella se presume en las actuaciones que los particulares 
adelanten ante las autoridades públicas, es decir en las relaciones jurídico 
administrativas, pero dicha presunción solamente se desvirtúa con los mecanismos 
consagrados por el ordenamiento jurídico vigente, luego es simplemente legal y por 
tanto admite prueba en contrario(…)1 
 
De lo anterior, se colige que el alcance que hasta el momento ha tenido la 
precitada norma de servicios públicos domiciliarios en el ámbito de recuperación 
de energía eléctrica, ha sido el cobro de consumos dejados de facturar por un 
tiempo igual o inferior a cinco (5) meses, contados regresivamente a partir del 
momento de hallazgo de la anomalía o irregularidad que dio lugar a la facturación 
irreal de consumos facturados, esto, de conformidad con lo preceptuado en el 
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(…)Artículo 150. De los cobros inoportunos. Al cabo de cinco meses de haber 
entregado las facturas, las empresas no podrán cobrar bienes o servicios que no 
facturaron por error, omisión, o investigación de desviaciones significativas frente a 
consumos anteriores. Se exceptúan los casos en que se compruebe dolo del 
suscriptor o usuario (…) 
 
 
1.1. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA: 
 
Como es señalado por la norma en comento, la recuperación de energía por un 
tiempo igual o inferior a cinco (5) meses contados regresivamente a partir del 
momento de hallazgo de la anomalía o irregularidad que dio lugar a la facturación 
irreal de consumos, ha de realizarse únicamente en los casos en los que no se 
demuestre dolo del suscriptor y/o usuario; es decir, la norma sólo hace alusión al 
proceder de las empresas prestadoras de servicio de energía frente a aquellos 
casos en los cuales la situación que haya dado lugar a la recuperación de 
energía no sea causada por acción del usuario. Lo que suscita la necesidad de 
investigar orientados por la siguiente pregunta: 
 
¿Cómo opera el dolo dentro del marco Constitucional del debido proceso en el 
procedimiento administrativo de recuperación de energía  al tenor del artículo 150 de 
la Ley 142 de 1994? 
 
 
1.2. SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿En qué preceptos Constitucionales se apoya el procedimiento administrativo de 
recuperación de energía? 
 
¿Cuáles son los fundamentos legales que dan lugar al procedimiento 
administrativo de recuperación de energía? 
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 ¿Cuáles son los factores técnicos que conllevan a determinar la existencia de 
anomalías ocasionadas por acción del suscriptor  y/o usuario?  
 
¿Existen pronunciamientos jurisprudenciales de las altas cortes frente al delito de 
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En la legislación actual, y de la aplicabilidad de la Ley de Servicios Públicos 
Domiciliarios es evidente la ausencia de un procedimiento administrativo  
sancionatorio  en el que se desincentive la comisión del delito de defraudación de 
fluidos, esto con fundamento en la Sentencia de unificación SU- 1010 de 2008, por 
cuanto establece que las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios 
carecen de la prerrogativa de imponer sanciones pecuniarias a sus usuarios en 
eventos de fraude. 
 
 En razón a tal carencia se hace absolutamente ineficaz el aparte final del artículo 
150 de la Ley 142 de 1994, en el que se estipula la excepción al tiempo límite de 
recuperación de energía que es durante cinco (5) meses contados regresivamente a 
partir del momento de hallazgo de la anomalía o irregularidad que dio lugar a la 
facturación irreal de consumos, en los casos en que se demuestre dolo del 
suscriptor o usuario.  
 
En el mismo sentido, se ha pronunciado la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios mediante concepto unificado SSPD-OJU-2010-21, al señalar que las 
empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios no están facultadas para 
establecer la existencia del dolo en el actuar del usuario, así como tampoco esa 
superintendencia lo está.  
 
Así las cosas, en virtud de la falta de competencia en cabeza de la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios, no queda otra salida que garantizar la 
consagración del Estado Social de Derecho siendo a la Fiscalía General de la 
Nación como ente acusatorio dentro del sistema penal Colombiano a quien 
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corresponda determinar la configuración de la culpa como uno de los tres elementos 
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3. JUSTIFICACIÓN  
 
 
      Dada la ambigüedad e infortunada redacción del aparte final del artículo 150 de 
la Ley 142 de 1994, la incomprensión del alcance del derecho allí contenido respecto 
de  su aplicación frente a casos en los que se demuestre dolo y los diferentes 
criterios que han adoptado las altas cortes y la Superintendencia de Servicios  
Públicos Domiciliarios frente al tema; resulta importante el estudio del proceder de 
las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios en los casos en que se 
presente dolo por parte del suscriptor y/o usuario, en lo referente al procedimiento 
administrativo de recuperación de energía adelantado en contra dequienes se 
encuentran cobijados por el régimen de servicios públicos y en especial por la regla 
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4.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 
Determinar la incidencia del dolo dentro del procedimiento administrativo de 
recuperación de energía. 
 
 
 4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 
• Indagar cuáles son los fundamentos básicos utilizados para dar inicio a la 
recuperación de energía.  
 
• Demostrar la existencia de la facultad sancionatoria con la que cuentan las  
empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios.  
 
• Identificar la competencia para la determinación del dolo, dentro de una 
conducta que conlleve a recuperar energía con base en la excepción 
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5. MARCO REFERENCIAL 
 
 
5.1. ESTUDIOS ANTERIORES 
 
DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN PILOTO DE DOS PROGRAMAS DE 
RECUPERACIÓN DE PÉRDIDAS COMERCIALES DE ENERGÍA EN EMELMANABÍ 
Autor:  Garibaldi Zambrano Cevallos, EdigsonEloi 
Palabras clave:  Diseño e implementación piloto 
programas de recuperación de pérdidas comerciales 
energía en Emelmanabí. 
Fecha de publicación:  16-ene-2012 
Resumen:  Informe de trabajo profesional correspondiente a 
DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN PILOTO DE DOS 
PROGRAMAS DE RECUPERACIÓN DE PÉRDIDAS 
COMERCIALES DE ENERGÍA EN EMELMANABÍ 
URI:  http://www.dspace.espol.edu.ec/handle/123456789/194
899 
Aparece en las 
colecciones: 




PLAN ESTRATÉGICO PARA LA REDUCCIÓN DE PÉRDIDAS COMERCIALES EN 
LA EMPRESA ELÉCTRICA GUAYAS - LOS RIOS 
Autor:  Molina S., Victor 
Ortega G., Raul 
Francisco Espino 
Salcedo, Adolfo 
Palabras clave:  PLAN 
Fecha de publicación:  5-ene-2004 
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Resumen:  consiste en el analisis y descripcion de las causas que 
provocan las perdidas de una empresa electrica 
distribuidora, las cuales se han clasificado en pérdidas 
comerciales y perdidas tecnicas. se detallan los pasos 
que siguen los procesos administrativos y tecnicos de 
lectura, facturacion y contratacion, ademas de el 
analisis de eficiencia en cada uno de ello s, para asi 
elaborar un plan estrategico que mejore su eficiencia y 
reduzca las perdidas comerciales. se analizan las 
causas tecnicas y administrativas del alto porcentaje 
de fraude y hurto de energia del sistema en estudio. 
URI:  http://www.dspace.espol.edu.ec/handle/123456789/31
54 
Aparece en las 
colecciones: 
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5.2. MARCO CONCEPTUAL 
 
Acometida: Derivación de la red local del servicio de energía que llega hasta el 
registro de corte del inmueble. En edificios de propiedad horizontal o condominios, la 
acometida llega hasta el registro de corte general. 
 
Acometida irregular, conexión no autorizada o fraudulenta: Cualquier derivación 
de la red local, o deotra acometida del correspondiente servicio, efectuada sin 
autorización del prestador del servicio. 
 
Acta de revisión eléctrica: Documento de carácter consecutivo en el que la 
prestadora hace constar el estado, las características, los sellos de seguridad y el 
funcionamiento del equipo de medida y demás elementos utilizados para la medición 
del consumo. 
 
Anomalía: Irregularidad, adulteración y/o alteración técnica en una instalación 
eléctrica de un cliente, que no permite medir en debida forma el consumo. 
 
Conexión técnica: Es el conjunto de actividades mediante las cuales se realiza la 
derivación de la red local de energía eléctrica hasta el registro de corte de un 
inmueble y se instala el equipo de medida. La conexión comprende la acometida y el 
equipo de medida. La red interna no forma parte de la conexión. 
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Consumo: Cantidad de kilovatios-hora de energía activa, recibidos por el suscriptor 
o usuario en un período determinado, leídos en los equipos de medición respectivos, 
o calculados mediante la metodología establecida en los contratos de condiciones 
uniformes. También se podrá medir el consumo en amperios – hora, en los casos en 
que la Comisión Reguladora de Energía y Gas – CREG,  lo determine. 
 
Contrato de servicios públicos o contratos de condiciones uniformes: Es un 
contrato uniforme consensual, en virtud del cual una empresa de servicios públicos 
los presta a un usuario a cambio de un precio en dinero, de acuerdo a estipulaciones 
que han sido definidas por ella para ofrecerlas a muchos usuarios no determinados. 
 
Debido proceso: Principio y derecho constitucional consagrado en el artículo 29 de 
la Carta Política que guarda relación directa con el derecho a la defensa y que se 
rompe en la medida en que se omite un procedimiento procesal o se viola 
sustancialmente una norma. Hacen parte del debido proceso el derecho a la 
defensa, el de contradicción de la prueba, el consagrado en el artículo 158 de la Ley 
142 de 1994 y el de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política. 
 
Decisión empresarial: Acto administrativo expedido por la empresa prestadora en 
ejercicio de una función pública. 
 
Defraudación de fluidos:Delito tipificado en el artículo 256 del Código Penal y 
definido por este así:  
Aquel que mediante cualquier mecanismo clandestino o alterando los sistemas de 
control o aparatos contadores, se apropie de energía eléctrica, agua, gas natural, o 
señal de telecomunicaciones,en perjuicio ajeno, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro 
(4) años y en multa de uno (1) a cien (100)salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
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Equipo de medida: Conjunto de dispositivos destinados a la medición o registro del 
consumo de energía. 
 
Energía no facturada: Energía que por acción u omisión de la empresa 
prestadoray/o del Suscriptor y/o Usuario, no fue facturada dentro del periodo 
correspondiente. 
 
Instalación eléctrica: Conjunto de elementos que permiten la conexión de energía 
eléctrica en un predio, tales como el equipo de medida, sellos, cajas, celdas, pernos, 
chapas, bujes, visor de la caja, etc. y sus conexiones eléctricas. 
 
Irregularidad: Es toda anomalía técnica en las instalaciones eléctricas y/o el equipo 
de medida de un usuario que afecta directa o indirectamente la fidelidad de la 
medida. 
 
Recurso: Acto del suscriptor y/o usuario mediante el cual este obliga a la empresa 
prestadora a revisar ciertas decisiones que afectan la prestación del servicio o la 
ejecución del contrato. Contra los actos de negativa del contrato, suspensión, 
terminación, corte y facturación que realice la empresa proceden el recurso de 
reposición, y subsidiariamente el de apelación en los casos en que expresamente lo 
consagre la ley. 
 
Usuario: Persona natural o jurídica que se beneficia de la prestación del servicio de 
energía eléctrica,bien como propietario del inmueble en donde éste se presta, o 
como receptor directo del servicio. A este último se denomina consumidor. 
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5.3. MARCO JURÍDICO 
 
5.3.1. preámbulo constitución política. 
 
En ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea 
Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la 
unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la 
justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, 
democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, 
y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, 
sanciona y promulga la siguiente. 
 
5.3.2. Artículos pertinentes de la Constitución con el tema desarrollado. 
ARTÍCULO 2° CONSTITUCION POLITICA 
 
Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 
en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de 
los particulares. 
 
ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE RECUPERACIÓN DE ENERGÍA ELECTRICA E INCIDENCIA DEL DOLO 
EN EL MARCO CONSTITUCIONAL DEL DEBIDO PROCESO AL TENOR DEL  




ARTÍCULO 4° CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales. 
Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y 
las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 
 
ARTÍCULO 8° CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación. 
 
TÍTULO XII 
DEL RÉGIMEN ECONÓMICO Y DE LA HACIENDA PÚBLICA. 
CAPÍTULO 5. 
DE LA FINALIDAD SOCIAL DEL ESTADO Y DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS. 
 
ARTÍCULO 356° CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del 
Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.  
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Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán 
ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, 
o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la 
vigilancia de dichos servicios. Si por razones de soberanía o de interés social, el 
Estado, mediante ley aprobada por la mayoría de los miembros de una y otra 
cámara, por iniciativa del Gobierno decide reservarse determinadas actividades 
estratégicas o servicios públicos, deberá indemnizar previa y plenamente a las 
personas que en virtud de dicha ley, queden privadas del ejercicio de una actividad 
lícita. 
 
ARTÍCULO 366° CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son 
finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la 
solución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento 
ambiental y de agua potable. 
 
Para tales efectos, en los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades 
territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación. 
 
ARTÍCULO 367° CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
La ley fijará las competencias y responsabilidades relativas a la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, y el régimen 
tarifario que tendrá en cuenta además de los criterios de costos, los de solidaridad y 
redistribución de ingresos. 
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Los servicios públicos domiciliarios se prestarán directamente por cada municipio 
cuando las características técnicas y económicas del servicio y las conveniencias 
generales lo permitan y aconsejen, y los departamentos cumplirán funciones de 
apoyo y coordinación. 
La ley determinará las entidades competentes para fijar las tarifas. 
 
ARTÍCULO 368° CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
La Nación, los departamentos, los distritos, los municipios y las entidades 
descentralizadas podrán conceder subsidios, en sus respectivos presupuestos, para 
que las personas de menores ingresos puedan pagar las tarifas de los servicios 
públicos domiciliarios que cubran sus necesidades básicas. 
 
ARTÍCULO 369° CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
La ley determinará los deberes y derechos de los usuarios, el régimen de su 
protección y sus formas de participación en la gestión y fiscalización de las 
empresas estatales que presten el servicio. Igualmente definirá la participación de 
los municipios o de sus representantes, en las entidades y empresas que les presten 
servicios públicos domiciliarios. 
 
ARTÍCULO 370° CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 
Corresponde al Presidente de la República señalar, con sujeción a la ley, las 
políticas generales de administración y control de eficiencia de los servicios públicos 
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domiciliarios y ejercer por medio de la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, el control, la inspección y vigilancia de las entidades que los presten. 
 
ARTÍCULO 150° LEY 142 DE 1994 
 
“Al cabo de cinco meses de haber entregado las facturas, las empresas no podrán 
cobrar bienes o servicios que no facturaron por error, omisión, o investigación de 
desviaciones significativas frente a consumos anteriores. Se exceptúan los casos en 
que se compruebe dolo del suscriptor o usuario. 
 
ARTÍCULO 3° LEY 1437 DE 2011 
 
Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las 
actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los principios consagrados 
en la Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y en las leyes 
especiales. 
 
Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los 
principios del debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, 
participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, 
economía y celeridad.  
 
ARTÍCULO 4° LEY 1437 DE 2011 
Las actuaciones administrativas podrán iniciarse: (…) 4. Por las autoridades, 
oficiosamente” 
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ARTÍCULO 34° LEY 1437 DE 2011 
Las actuaciones administrativas se sujetarán al procedimiento administrativo común 
y principal que se establece en este Código, sin perjuicio de los procedimientos 
administrativos regulados por leyes especiales. En lo no previsto en dichas leyes se 
aplicarán las disposiciones de esta Parte Primera del Código. 
 
ARTÍCULO 47° LEY 1437 DE 2011 
Los procedimientos administrativos de carácter sancionatorio no regulados por leyes 
especiales o por el Código Disciplinario Único se sujetarán a las disposiciones de 
esta Parte Primera del Código. Los preceptos de este Código se aplicarán también 
en lo no previsto por dichas leyes.  
 
Las actuaciones administrativas de naturaleza sancionatoria podrán iniciarse de 
oficio o por solicitud de cualquier persona. Cuando como resultado de 
averiguaciones preliminares, la autoridad establezca que existen méritos para 
adelantar un procedimiento sancionatorio, así lo comunicará al interesado. 
Concluidas las averiguaciones preliminares, si fuere del caso, formulará cargos 
mediante acto administrativo en el que señalará, con precisión y claridad, los hechos 
que lo originan, las personas naturales o jurídicas objeto de la investigación, las 
disposiciones presuntamente vulneradas y las sanciones o medidas que serían 
procedentes Este acto administrativo deberá ser notificado personalmente a los 
investigados. Contra esta decisión no procede recurso.  
 
Los investigados podrán, dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación 
de la formulación de cargos, presentar los descargos y solicitar o aportar las pruebas 
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que pretendan hacer valer. Serán rechazadas de manera motivada, las 
inconducentes, las impertinentes y las superfluas y no se atenderán las practicadas 
ilegalmente (…) 
 
ARTÍCULO 66° LEY 1437 DE 2011 
 
Los actos administrativos de carácter particular deberán ser notificados en los 
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5.4. MARCO TEÓRICO 
 
5.4.1. procedimiento administrativo de recuperación de energía. 
5.4.1.1. Pérdidas no técnicas de energía eléctrica. 
 
Como es del conocimiento público, los recursos naturales son limitados, por lo tanto, 
es deber de los seres humanos y para el caso en concreto, de las empresas 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios, velar por la no malversación de los 
mismos.  
 
En servicios públicos domiciliarios, es deber social propender por la  recuperación de 
pérdidas no técnicas, en ese sentido, las empresas realizan planes por medio de los 
cuales puedan evitar la ostentación  de las mismas, eliminarlas y en la medida de lo 
legalmente posible,  recuperarlas. 
 
La reducción de pérdidas de energía eléctrica ha sido un tema ampliamente tratado 
en todo el mundo con el objetivo de alcanzar la eficiencia en el uso de los recursos y 
racionalizar las necesidades de inversión en infraestructura eléctrica, plantas de 
generación, líneas y redes de distribución. 
El tema de reducción de pérdidas de energía eléctrica ha sido ampliamente tratado  en 
todo el mundo con el objetivo de alcanzar la eficiencia en el uso de los recursos y  
racionalizar las necesidades de inversión en infraestructura eléctrica, plantas de  
generación, líneas y redes de transporte. 
 
La reducción de pérdidas de energía eléctrica ha sido uno de los principales objetivos  
planteados por el Estado por cuanto conlleva grandes beneficios a toda la sociedad y  
permite priorizar mejor las inversiones de infraestructura.2 
 
 
La  mayoría  de  empresas  en  Colombia  que  ha  desarrollado  planes  de  reducción  
de pérdidas,  han comenzado  por estudios  que determinen  las causas de las 
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programas en pro de la reducción de estas, y finalmente, implementan planes de 
sostenimiento de metas. 
 
Las actividades realizadas para la reducción de pérdidas tanto de carácter técnico 
como no técnico, reúne acciones técnicas, administrativas, sociales y comerciales.3 
 
Dentro de las acciones de carácter administrativo se encuentra el procedimiento de 
recuperación de energía basado en el artículo 150 de la Ley 142 de 1994. 
 
5.4.1.2. Hallazgo de irregularidades o anomalías en la medición del 
consumo. 
 
Con la finalidad de establecer la existencia de irregularidades que impidan el 
correcto registro de la energía consumida y realizar recuperación de consumos en 
caso de encontrarlas, se deben realizar visitas de revisión técnica a los predios en 
los que se tenga contratada la prestación del servicio público de energía eléctrica. 
 
Estas revisiones deben ser efectuadas por funcionarios con formación técnica 
especializada, con la finalidad de establecer la existencia de irregularidades no sólo 
para realizar recuperación de energía sino también para hallar situaciones que 
desmejoren el buen desempeño  de la prestación del servicio. 
 
Vale la pena destacar que las empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios, se encuentran facultadas legalmente para efectuar el control tendiente 
a verificar el estado de las instalaciones eléctricas y de los instrumentos para medir 
el consumo, a través del Artículo 145 de la ley 142 de 1994, que al tenor consagra:  
Las condiciones uniformes del contrato permitirán tanto a la empresa como al 
suscriptor o usuario verificar el estado de los instrumentos que se utilicen para medir el 
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consumo; y obligaran a ambos a adoptar precauciones eficaces para que no se 
alteren. Se permitirá a la empresa, inclusive, retirar temporalmente los instrumentos de 
medida para verificar su estado4. 
 
En consecuencia, en los contratos uniformes, las Empresas pueden adoptar 
cláusulas en las que se disponga la facultad que tienen ambas partes para verificar 
el estado de los instrumentos de medición. 
 
La Empresa prestadora tendrá la facultad de verificar cuando lo considere 
conveniente, el estado de los equipos de medida y podrá retirarlos temporalmente 
para examinarlos en el laboratorio que esta última decida. Si el suscriptor y/o 
Usuario, solicita que este servicio sea prestado por un laboratorio diferente, estará 
en la facultad de hacerlo. 
 
No obstante lo anterior, si bien las empresas prestadoras se encuentran facultadas 
legalmente para efectuar el control tendiente a verificar la correcta medición de la 
energía consumida, este control que se realiza por medio de revisión en terreno, 
debe ser efectuado bajo las garantías del debido proceso. 
 
Durante la realización de la revisión técnica, se deberá diligenciar acta en la que 
queden plasmados los pormenores la misma, así como los datos a continuación 
descritos: 
 
• Nombre y firma del SUSCRIPTOR y/o USUARIO que atiende la visita; en caso de 
que el SUSCRIPTOR y/o USUARIO se niegue a firmar, se dejara constancia de la 
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• Constancia de haber informado al SUSCRIPTOR y/o USUARIO que tiene derecho 
a solicitar asesoría y/o participación de un técnico particular, o de cualquier persona, 
para que sirva de testigo en el proceso de revisión, en un plazo máximo de quince 
(15) minutos. 
• Datos del medidor y/o medidores instalados en el predio. 
• Relación de los sellos encontrados e instalados en el equipo de medida. 
• Censo de carga en kW para lo cual se podrá dejar constancia mediante fotografías. 
• Relación y descripción de las irregularidades encontradas en la acometida. 
• Relación si la anomalía encontrada fue corregida o no en el momento de la visita. 
• Relación de los elementos probatorios recolectados el momento de la revisión. 
• Las demás observaciones que consideren las partes necesarias relacionar dentro 
del acta de revisión. 
 
Además de la constancia escrita de la revisión, pueden quedar como elementos 
probatorios, imágenes fotográficas o fílmicas de la visita, entre otros, los cuales 
deberán garantizar la recolección bajo las pautas del debido proceso. 
 
En ese sentido, cuando la irregularidad consista en anomalías técnicas al interior del 
equipo de medida encontrado en el predio, el mismo debe ser traslado a un 
laboratorio certificado por el Organismo Nacional de Acreditación de Colombia - 
ONAC  y la Superintendencia de Industria y Comercio SIC. 
 
Para el envío de medidores a laboratorio, se deberá garantizar la cadena de 
custodia, sellando el equipo de medida con elemento de seguridad debidamente 
demarcado y conservado en caja de cartón en la que queden señalados los datos 
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básicos del mismo y cuyo aval sea la firma de la persona que en calidad de 
Suscriptor/ Usuario o testigo atendió la visita. 
 
En lugar del equipo de medida retirado, la prestadora debe dejar en el predio, equipo 
de medida debidamente calibrado en calidad de préstamo, el cual dependiendo del 
resultado emitido por el laboratorio sobre el equipo de medida retirado, puede 
quedar en el predio en calidad de definitivo a solicitud del suscriptor y/o usuario. 
 
En cuanto al aspecto legal, el cambio se realiza por expresa disposición del artículo 
144 de la Ley 142 de 1994 Régimen de Servicios Públicos Domiciliarios, que señala 
que los equipos de medida deben remplazarse “…cuando se determine que su 
funcionamiento no permite la lectura de los consumos adecuadamente” 
 
En el mismo sentido se ha pronunciado la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios mediante concepto SSPD – OJ 2011-511 al señalar que “…no es 
obligación del usuario o suscriptor cerciorarse de que los medidores funcionen, pero 
si es obligación hacerlos reparar o reemplazar a satisfacción de la empresa cuando 
se determine que su funcionamiento no permite la lectura de los consumos 
adecuadamente, o cuando el desarrollo tecnológico ponga a su disposición 
instrumentos de medida más precisos…  
Sobre el particular, debemos hacer énfasis en que para poder medir los consumos 
de forma real y eficiente, la ley ha previsto la necesidad de cambiar los instrumentos 
de medida, repararlos o mantenerlos por instrumentos de medida cada vez más 
precisos; no obstante, dicho procedimiento de cambio también está reglado por la 
ley.  
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Como elemento material probatorio esencial de la existencia de irregularidades 
contenidas al interior del equipo de medida, debe obrar el informe de inspección 
técnica y certificado de calibración emitido por el laboratorio correspondiente. 
 
5.4.1.3. Debido proceso. 
 
Sobre el procedimiento administrativo de recuperación de energía, deben tenerse en 
cuenta los siguientes aspectos: 
1. Se trata de un cobro retroactivo de consumos no facturados. 
2. Tiene fundamento jurídico en el Artículo 150 de la Ley 142 de 1994 Régimen 
de Servicios Públicos Domiciliarios. 
3.  No pretende endilgar responsabilidad al suscriptor y/o usuario sobre las 
conductas generadoras de las anomalías y/o irregularidades. 
4. Consiste en un proceso netamente jurídico basado en el respeto por las 
normas del debido proceso. 
 
El debido proceso se garantiza cuando se le indica al investigado, en el caso de 
servicios públicos domiciliarios al usuario: 1) los medios de prueba que serán 
utilizados por cada una de las partes; 2) cuando se determinan los plazos y términos 
dentro de los cuales podrá actuar el usuario para realizar su defensa; 3) cuando se 
motivan todos los actos que afecten a particulares; 4) cuando se le dé a conocer al 
usuario la metodología de determinación del consumo dejado de facturar; y, entre 
otros, 5) cuando se precisan las formas de notificación con indicación de los 
recursos procedentes, entre otros. 
 
En consecuencia, en los eventos de la determinación de consumos, dejados de 
facturar, debe garantizarse al usuario el derecho de defensa antes de que se incluya 
el cobro respectivo dentro de la respectiva factura, esto es, desde cuando la 
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empresa da inicio a la investigación para determinar la causa que impidió la 
medición de los consumos. 
 
No puede entonces entenderse garantizado el debido proceso, defensa y 
contradicción, con la sola expedición de la factura por consumos dejados de facturar 
y la posibilidad de que el usuario haga uso de los recursos de la vía administrativa y 
posteriormente acuda a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino que 
previo a esto el usuario, debió poder interactuar frente a cada uno de los elementos 
materiales probatorios y conocer las razones tanto fácticas, como técnicas y jurídicas 
por las que se le imputa el pago de unos consumos dejados de facturar. 
 
Entonces, dentro del procedimiento de la investigación de la anomalía que dará 
origen al cobro de los consumos dejados de facturar, debe garantizarse: (i) el 
derecho a la defensa del usuario en todas las actuaciones que despliega la empresa  
(ii) que la decisión que culmina el proceso y conlleva a determinar a cuánto asciende 
el consumo no facturado esté debidamente motivada (iii) el conocimiento y ejercicio 
de su defensa frente a los medios de prueba que serán utilizados por cada una de 
las partes, y (iv) las formas de notificación con indicación de los recursos, Lo 
anterior, con el objetivo de realizar una actuación administrativa por parte de la 
empresa en donde al usuario se le respete y en consecuencia pueda ejercer su 
derecho a la defensa antes de la expedición y cobro de la factura. 
 
Lo citado, se denota aún más marcadamente frente a esas investigaciones donde la 
anomalía corresponde al equipo de medida, frente a lo cual pueda garantizársele a 
usuario que este pueda ejercer efectivamente su derecho a la defensa, conociendo 
todas las actuaciones desplegadas por la empresa, los hallazgos encontrados, el 
laboratorio donde se va a realizar el dictamen, e inclusive, de ser del caso, pueda 
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apoyarse en técnicos diferentes a la empresa para corroborar lo estimado en el 
dictamen. 
 
De lo anterior, la importancia que frente a dichos procesos donde el usuario se verá 
obligado a pagar unas sumas de dinero, éste, tal y como lo señaló la Corte en la 
Sentencia SU 1010 de 2008, pueda conocer el inicio del trámite pertinente y los 
fundamentos que apoyan la recuperación de los consumos dejados de facturar por 
parte de la empresa prestadora de servicios públicos domiciliarios. 
 
Es claro que en los procesos de recuperación de consumos dejados de facturar, el 
usuario debe conocer del inicio de la investigación de la empresa para determinar la 
causa de la ausencia, falta o falla en la medición, para de esta manera, ejercer 
mediante toda la actuación que despliega la empresa para la determinación de 
dichos consumos, sus derechos de defensa y contradicción.  
 
Igualmente, mediante la vía administrativa se da la oportunidad al SUCRIPTOR y/o 
USUARIO para acceder al control de legalidad de los actos expedidos por la 
EMPRESA. 
 
El procedimiento de la vía administrativa se inicia a partir de la notificación del acto  
administrativo que ponga fin a una actuación administrativa y su agotamiento es a la 
vez presupuesto necesario para acudir a la vía jurisdiccional. 
 
En la vía administrativa procede el recurso de reposición y en subsidio de apelación 
ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 
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Teniendo en cuenta lo citado, es claro que las empresas prestadoras en sus 
condiciones uniformes,  están obligadas a cumplir a cabalidad con toda la 
reglamentación que implica el DEBIDO PROCESO, bajo la obligación legal de 
recuperar energía que en su momento se consumió pero que no se facturó por error 
u omisión, haciendo que en este momento y después de un debido proceso 
podamos saber con certeza cuanta energía no fue facturada, por lo tanto esta se 
debe recuperar; es simplemente una obligación velar por la no malversación de los 
servicios públicos de energía, ya que este es un bien de uso público y las pérdidas 
económicas que ocasionan el no pago por la situación que sea, va en detrimento, no 
sólo de su patrimonio, sino del resto de la población. 
 
Ahora bien, el cobro de la energía dejada de facturar no es un procedimiento 
autónomo e independiente, sino que surge de la presencia de circunstancias 
anómalas que impiden la medición de los consumos durante un período de tiempo 
determinado. 
 
En este último caso, es claro que de conformidad con los artículos 140∗ y 141∗∗ de la 
Ley 142 de 1994, las empresas de servicios públicos domiciliarios tienen la facultad 
de suspender el servicio por fraude en las conexiones, acometidas, medidores o 
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Las citadas acciones las podrá tomar la empresa de servicios públicos domiciliarios 
pues existe norma legal que lo permite, pero deberá dentro del procedimiento para 
su imposición, respetar el debido proceso dentro del procedimiento de defensa del 
usuario.  
 En los eventos de la determinación de la energía dejada de facturar debe 
garantizarse al usuario el derecho de contradicción antes de que se incluya dentro 
de la factura.   
 
No puede entonces entenderse garantizado el debido proceso, defensa y 
contradicción con la sola expedición de una factura por energía dejada de facturar y 
la posibilidad de que el usuario haga uso de los recursos de vía administrativa y 
posteriormente acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  
 
Por lo anterior vemos como una a una de las etapas adelantadas y mencionadas 
anteriormente en los antecedentes de este documento, han sido controvertidas y 
publicadas al usuario para que puedan ser controvertidas y dadas a conocer  al 
usuario tal y como lo estipula la ley.  
 
En primer lugar mediante los descargos a la comunicación del traslado de material 
probatorio durante la actuación administrativa. En segundo lugar mediante los 
recursos de ley para este caso el de reposición y en subsidio el de apelación ante la 
Superintendencia de Servicios Públicos, agotando de esta manera la vía 
administrativa , de tal forma que en todo el lapso en que se desarrolla el proceso no 
se ha incluido a la factura del usuario ningún cobro por energía dejada de facturar, 
esperando la culminación total del proceso , respetando así el debido proceso al que 
hemos hecho hincapié durante el desarrollo del presente trabajo. 
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Entonces, dentro del procedimiento de investigación de la anomalía que dará origen 
al cobro de energía dejada de facturar, debe garantizarse: 
1. El derecho de contradicción del usuario,  
2. Que la decisión que culmina el proceso y conlleva a determinar a cuánto asciende 
la energía dejada de facturar este debidamente motivada, 
3. Los medios de prueba que serán utilizados por cada una de las partes 
4. Las formas de notificación con indicación de los recursos∗.  
 
Lo anterior, con el objetivo de realizar una actuación administrativa por parte de la 
empresa en  donde el usuario se le respete y en consecuencia pueda ejercer su 
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De conformidad con el Artículo 42 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, que al tenor dispone: 
Contenido de la decisión. Habiéndose dado oportunidad a los interesados para 
expresar sus opiniones, y con base en las pruebas e informes disponibles, se tomará 
la decisión, que será motivada. 
 
La decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente planteadas 
dentro de la actuación por el peticionario y por los terceros reconocidos”. 
 
En el acto administrativo o decisión empresarial, se resolverán todos los temas 
planeados tanto por la prestadora como por el usuario en los descargos y del mismo 
modo, se realizará valoración probatoria de oficio o a petición del suscriptor y/o 
usuario. 
 
La pretensión de la empresa, al trasladar el material probatorio obrante por parte de 
la misma, es que el usuario, con base en dichos documentos anexos a tal 
comunicación, y que de acuerdo al supuesto fáctico, de la existencia de una 
anomalía que impide el correcto registro de la energía consumida durante un periodo 
no mayor a CINCO (5) meses; lo cual es razón suficiente para dar inicio a la 
actuación administrativa tendiente a recuperar energía que no fue facturada; no es 
otra más que el USUARIO, controvierta en uso de su derecho fundamental de 
defensa y concordantes, claro está, con soportes probatorios conducentes, 
pertinentes y/o útiles, lo que en la comunicación de inicio del procedimiento se 
consagre y en el traslado de material probatorio se allegue. 
 
De otro lado, la notificación de la decisión empresarial propia de un acto 
administrativo y no comunicación o acto de trámite como lo es el traslado de material 
probatorio, si requiere del cumplimiento de los parámetros establecido en el código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  Administrativo. 
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La decisión empresarial adoptada será notificada personalmente al suscriptor y/o 
usuario, conforme a los parámetros establecidos en los artículos 65 y siguientes del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo , para lo 
cual enviará citación para la notificación personal dentro de los cinco (5) días 
siguientes de la expedición de la decisión, a la última dirección reportada por el 
usuario, con el fin de que comparezca a notificarse personalmente dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la fecha de envío de la citación, en las oficinas que para 
tal efecto designe la empresa.  
Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a 
la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o 
puedan obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de 
notificación personal. El envío de la citación se hará dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la expedición del acto, y de dicha diligencia se dejará constancia en el 
expediente. 
 
Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso 
anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al 
público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días5 
 
 
Vencido ese término, si el suscriptor y/o usuario no comparece a notificarse 
personalmente, la empresa procederá a notificar la decisión empresarial mediante 
aviso, conforme lo prescribe el Artículo 69 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 
Si no pudiere hacerse la notificación personal al cabo de los cinco (5) días del envío de 
la citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá a la dirección, al número 
de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del 
registro mercantil, acompañado de copia íntegra del acto administrativo. El aviso 
deberá indicar la fecha y la del acto que se notifica, la autoridad que lo expidió, los 
recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse, 
los plazos respectivos y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al 
finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino. 
 
Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, el aviso, con copia íntegra 
del acto administrativo, se publicará en la página electrónica y en todo caso en un 
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lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días, con 
la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente 
al retiro del aviso. 
 
En el expediente se dejará constancia de la remisión o publicación del aviso y de la 
fecha en que por este medio quedará surtida la notificación personal 
 
La empresa prestadora notificará el acto administrativo señalando la procedencia de 
los recursos de reposición y en subsidio de apelación, término para interponerlos y 
funcionario de la EMPRESA al cual debe dirigirse. 
 
6.2. VÍA ADMINISTRATIVA 
 
Si el  destinatario  de un acto hizo una petición  a una entidad y ante la respuesta de 
ésta interpuso los recursos los cuales fueron resueltos,  no puede volver a surtir el 
mismo trámite para   agotar de nuevo  la vía administrativa, ya que se ha producido 
lo que se conoce como una especie de cosa juzgada administrativa,  “y que consiste 
en que la administración no está obligada a dar respuesta o resolver los recursos 
sobre los hechos que ya fueron objeto de su pronunciamiento. Lo anterior evita la 
actitud que asumen algunas personas  de sanear una caducidad, tratando de revivir 
los términos  para el ejercicio  de la acción. . .” 
 
En el mismo sentido, se ha pronunciado la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios mediante Resolución SSPD -20108300026085 del 20 de diciembre de 
2010:  
(…) el artículo 63 del Código Contencioso Administrativo, establece que la Vía 
gubernativa quedará agotada en los siguientes casos: a) cuando contra el acto no 
proceda ningún recurso o cuando los recursos interpuestos se haya decidido 
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(numerales 1y 1  del Articulo 62 ibidem) y b) cuando el acto quede en firme  por no 
haber sido interpuestos los recursos de reposición  y queja. 
 
Entonces tenemos, que una vez agotada la vía gubernativa (bien porque no se 
interpusieron los recursos  o porque éstos se decidieron) adquieren firmeza 
 
 
Al respecto algunos tratadistas de derecho administrativo, han tocado el tema como 
el Dr.- Miguel González Rodríguez que en su libro Derecho Procesal Administrativo, 
Señaló: 
(…) es posible entonces, que igualmente se presente el fenómeno de la cosa juzgada 
en el procedimiento gubernativo, cuando en la nueva petición que un administrado 
haga  a una autoridad exista identidad en la persona, identidad en la solicitud, o 
petitum, y también  identidad con el fundamento jurídico  o causa pretendí de lo 
solicitado ; en otras palabras , cuando la administración , con anterioridad , ya había 
tomado una decisión definitiva sobre  el mismo aspecto o punto jurídico que 
nuevamente le somete a su consideración el que ya haya pedido en otra ocasión. 
 
En conclusión, cuando se ha proferido  decisión de una reclamación presentada por 
un usuario  de los servicios públicos domiciliarios, no es posible revivir un nuevo 
debate  sobre los mismos hechos en sede administrativa de la empresa y por ende 
no hay lugar  a pronunciamiento alguno sobre reclamaciones  posteriores a cargo de 
éste organismo.  
 
Además, es claro que para el caso en estudio ya quedo agotada la vía 
administrativa, por tanto no está dado para empres a pronunciarse sobre los mismo 
hechos y pretensiones que fueron objeto de discusión. 
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Frente al cobro de consumos dejados de facturar mediante procedimiento 
administrativo de recuperación de energía, debe tenerse en cuenta que no 
corresponde a una sanción pecuniaria impuesta por parte de las Empresas de 
Servicios Públicos, por cuanto así lo señala el artículo 150 de la Ley 142 de 1994, 
que actúa como fundamento legal y del cual se desprende el siguiente texto: 
Artículo 150. De los cobros inoportunos. Al cabo de cinco meses de haber entregado 
las facturas, las empresas no podrán cobrar bienes o servicios que no facturaron por 
error, omisión, o investigación de desviaciones significativas frente a consumos 
anteriores. Se exceptúan los casos en que se compruebe dolo del suscriptor o usuario. 
 
Con base en lo anteriormente mencionado, las empresas prestadoras deberán 
iniciar su actuación con fundamento en lo estipulado sus condiciones uniformes y la 
Ley 142 de 1994 en su artículo 150 que faculta a las empresas para efectuar 
recuperación de consumos, con un limitante de 5 periodos atrás contados a partir de 
la fecha de la visita de revisión eléctrica en la que se hallaron irregularidades o 
anomalías que impidieron el correcto registro de la energía consumida, incluso 
cuando las empresas por error u omisión no hayan facturado conforme a la realidad. 
 
Al respecto, La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios emitió concepto  
SSPD-2010-528, mediante el cual dispone: 
(…) La finalidad del artículo 150 de la Ley 142 de 1994, más que sancionar la 
negligencia de la empresa y obligarla a facturar oportunamente, es que el usuario 
tenga la garantía que lo que se le cobra corresponda a los consumos del período 
facturado, y no se convierta en práctica ordinaria la acumulación de cuentas de 
períodos anteriores de manera injustificada, que haga imposible su posterior 
verificación y pago. 
 
En otras palabras, lo que la ley pretende es que sólo de manera excepcional las 
empresas facturen servicios que no correspondan al del período de lectura 
inmediatamente anterior a la expedición de la factura. 
 
El artículo 150 de la Ley en comento, hace parte del capítulo denominado de las 
“FACTURAS” por lo cual su eje temático incluye tal y como lo desarrollan cada uno de 
los artículos que forman dicho capitulo los requisitos, preparación y término para su 
cobro. 
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Por las anteriores razones, esta Sala de Revisión considera que el cobro de la energía 
consumida dejada de facturar no corresponde a una sanción pecuniaria, ajustándose 
sí a las prerrogativas concedidas por los artículos 149 y 150 de la Ley 142 de 1994. 
Además, tal cobro se realiza por medio de una factura adicional, contra la cual puede 
interponer el usuario los recursos de la vía gubernativa”. 
 
“La corte aclaró que cosa distinta en el cobro por el servicios consumido pero dejado 
de facturar, para el cual las empresas de servicios públicos se encuentran facultadas 
para recuperarlo. 
 
Por otra parte, dado que por expresa disposición del artículo 149 de la Ley 142 de 
1994, las empresas de servicios públicos domiciliarios se encuentran facultadas para 
cobrar el servicios efectivamente consumido pero respecto del cual no han recibido el 
pago, las empresas accionadas podrán en estos casos, realizar nuevamente la 
facturación por este aspecto, trámite en el cual se le deberá indicar de manera clara, 
precisa y explicativa el valor del servicio consumido y dejado de facturar y la fórmula 
que se utilizó para su cálculo, sin que en ningún caso se pueda incluir o considerar 
valores por concepto de sanciones pecuniarias.” (Negrillas y subrayas fuera del texto) 
En esa medida, dado que el fraude en servicios públicos domiciliarios constituye una 
conducta dolosa, que además ha sido tipificada por nuestro ordenamiento penal, 
consideramos que debe ser la jurisdicción penal la que deba determinar la existencia 
del ilícito y por consiguiente la posibilidad de aplicar la excepción de dolo contenida en 
el artículo 150 de la Ley 142 de 1994”(…) 
 




La pretensión de la empresa, al trasladar el material probatorio obrante por parte de 
la misma, es que el usuario, con base en dichos documentos anexos a tal 
comunicación, y que de acuerdo al supuesto factico, de la existencia de una 
anomalía que impide el correcto registro de la energía consumida durante un periodo 
no mayor a CINCO (5) meses; lo cual es razón suficiente para dar inicio a la 
actuación administrativa tendiente a recuperar energía que no fue facturada; no es 
otra más que el USUARIO, controvierta en uso de su derecho fundamental de 
defensa y concordantes, claro está, con soportes probatorios conducentes, 
pertinentes y/o útiles, lo que en la comunicación de inicio del procedimiento se 
consagre y en el traslado de material probatorio se allegue. 
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Ciertamente, las empresas por ser prestadoras de servicios públicos domiciliarios, 
están facultadas por la Ley 142 de 1994 para realizar recuperación de consumos no 
cobrados, que por error y/u omisión e incluso por investigación de desviaciones 
significativas no fueron incluidos en la factura. 
 
De lo anterior se colige, que para que la empresa pueda llevar a cabo el 
procedimiento administrativo de recuperación de energía, únicamente  debe probar: 
1- la existencia de anomalías en el equipo de medida y/o irregularidades en las 
instalaciones eléctricas que no permitan la correcta facturación, 2- El tiempo de 
permanencia de las mismas, de ser inferior a cinco (5) meses. De este modo, se 
trasladan al Usuario, pruebas tales como el Acta de revisión y/o instalación eléctrica 
acompañada de imágenes fotográficas captadas al momento de la visita de revisión 
técnica, con las que se logra demostrar la existencia del equipo de medida en 
condiciones técnicas que impiden el correcto registro de la energía consumida a 
través de informe de inspección técnica y el certificado de calibración o anomalías 
en las instalaciones eléctricas. 
 
Así las cosas, el material probatorio no se traslada al usuario con la finalidad de 
demostrar origen y/o culpabilidad en la causa que originó la anomalía, toda vez que 
no es en las empresas prestadoras en quienes recae esta competencia; sin 
embargo, esto no es óbice para el no pago de consumos dejados de facturar.  
 
Así las cosas, la finalidad del traslado de material probatorio es que el usuario 
controvierta y aporte de igual forma, material probatorio que desvirtúe la existencia 
de irregularidades y/o anomalías en el predio. 
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Si del análisis del acta de revisión y/o del dictamen del laboratorio de metrología y/o 
de las demás pruebas recaudadas, la empresa prestadora encuentra que las 
situaciones halladas en el inmueble objeto de visita, generaron un consumo de 
energía que no fue registrado, ni cobrado al suscriptor y/o usuario, se dará inicio al 
procedimiento administrativo de recuperación de energía, mediante comunicación 
enviada al Suscriptor y/o Usuario, en donde se relaciona el material probatorio 
recaudado por la empresa prestadora en aras de garantizar su derecho al debido 
proceso y de facilitar el ejercicio del principio de contradicción que le asiste. 
 
Para el cálculo de los consumos no facturados la prestadora procederá con 
fundamento en lo establecido en el artículo 150 de la Ley 142 de 1994 con una 
retroactividad de máximo cinco (5) meses contados a partir de la fecha de visita 
técnica, se exceptúan los casos en que se compruebe dolo del suscriptor o usuario. 
 
A efectos de ejercer el derecho de contradicción que le asiste al Suscriptor y/o 
Usuario, este contará con diez (10) días hábiles contados a partir del envió del 
comunicado para las pruebas que fueron objeto de traslado, presentar los descargos 
que considere pertinentes y/o solicitar la práctica de pruebas que considere 
conducentes. Para que la empresa proceda al cobro consumos no facturados de 
acuerdo con el artículo 150 de la Ley 142 de 1994, el documento que da Inicio al 
Procedimiento Administrativo de Recuperación de Energía y el traslado de material 
probatorio debe proferirse dentro de los 30 días siguientes contados a partir del 
momento en el que fue hallada la anomalía, de lo contrario serán descontados los 
periodos de facturación que se pretenden recuperar.  
 
 
6.5. INCIDENCIA DEL DOLO EN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
DE RECUPERACIÓN DE ENERGÍA 
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6.5.1. Responsabilidad del usuario frente a las conductas que determinen el 
cobro de consumos dejados de facturar. 
 
En el marco del procedimiento administrativo de recuperación de energía, las 
Empresas prestadoras no están facultadas para determinar la intención dolosa del 
Usuario en la potencial comisión de una conducta fraudulenta, ni de atentar contra 
su buen nombre. El deber de las empresas prestadoras radica en el cumpliendo de 
la obligación legal de recuperar energía que en su momento se consumió pero que 
no se facturó por error u omisión, haciendo que posteriormente y después de un 
debido proceso ésta logre establecer con certeza la cantidad de energía no 
facturada y cobrarla vía factura.  
 
Ahora bien, el procedimiento administrativo de recuperación de energía se adelanta 
cuando en un predio se establezca la existencia de anomalías o irregularidades que 
afecten la correcta facturación de la energía consumida, por lo tanto este proceso se 
realiza indagando a través de medios de control y no selectivamente en 
determinados lugares o sectores, por su estratificación socioeconómica o cualquier 
otro aspecto de carácter social; es por ello que de manera exclusiva se realiza el 
proceso cuando en un predio se detecta alguna anomalía en el medidor o en las 
instalaciones eléctricas. 
 
En el mismo sentido, se hace preciso hacer énfasis en la obligación Constitucional 
contenida en el Artículo 8∗ de la Carta Política que emana de las Empresas 
prestadoras en el sentido de velar por la no malversación de los Servicios Públicos 
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económicas que ocasionan el no pago por la situación que sea, va en detrimento, no 
sólo de su patrimonio, sino del resto de la población. 
 
En este mismo sentido, se ha pronunciado la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios de Energía Eléctrica con Condiciones Uniformes al aclarar 
que por expresa disposición del artículo 149 de la Ley 142 de 1994, las empresas de 
servicios públicos domiciliarios se encuentran facultadas para cobrar el servicios 
efectivamente consumido pero respecto del cual no han recibido el pago, las 
empresas accionadas podrán en estos casos, realizar nuevamente la facturación por 
este aspecto, trámite en el cual se le deberá indicar de manera clara, precisa y 
explicativa el valor del servicio consumido y dejado de facturar y la fórmula que se 
utilizó para su cálculo, sin que en ningún caso se pueda incluir o considerar valores 
por concepto de sanciones pecuniarias. 
 
Así mismo, es necesario señalar que las empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios carecen de la prerrogativa pública de imponer sanciones pecuniarias a 
los usuarios, tal como lo ha señalado la jurisprudencia y esta Superintendencia en 
diferentes oportunidades. 
 
De lo anterior, que la facturación de consumos no cobrados en periodos anteriores, 
por las causales señaladas en la ley, no constituye una práctica de imposición de 
sanciones pecuniarias al usuario. En virtud de las normas acá señaladas, es 
ajustado a la ley que las empresas tomen las medidas legales y contractuales que 
estén a su alcance para determinar los consumos no facturados y para obtener su 
pago, en los términos y condiciones señalados en las normas. 
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De otro lado, en la Sentencia SU – 1010 se define lo concerniente a la imposibilidad 
de que las empresas de servicios públicos domiciliarios impongan sanciones 
pecuniarias a sus usuarios en eventos de fraudes por parte de estos frente a las 
acometidas, aparatos de medición y, en general, respecto de los bienes empleados 
para la prestación de los respectivos servicios públicos domiciliarios. Pero algo muy 
diferente es que facturen y procuren el cobro, unilateralmente y por las vías lícitas a 
su alcance, de consumos efectuados y no pagados por el usuario 
 
Con relación a lo señalado en la jurisprudencia, debe tenerse en cuenta que la 
posición que acoge la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios con 
relación a la imposición de sanciones o multas por parte de las empresas de 
servicios públicos domiciliarios, es la misma acogida por laCorte Constitucional y 
manifestada en Sentencias de tutela T-720 de 2005, T-558, T-561, T-815 de 2006 y 
en la Sentencia SU-1010 del 16 de octubre de 2008, en sentido que las Empresas 
Prestadoras de Servicios Públicos Domiciliarios no tienen legalmente la competencia 
para imponer sanciones pecuniarias a los usuarios. 
 
De otro lado, es preciso tener en cuenta las declaraciones que pueden llegar a 
aportarse al Proceso en las que se infiere que las irregularidades detectadas en el 
equipo de medida fueron realizadas por terceras personas, quienes de manera 
dolosa alteraron los sistemas de medición. Al respecto, se debe reiterar que ello no 
lo exime al Usuario de ser solidariamente responsable por los hechos que dieron 
origen a la presente actuación administrativa, toda vez que la responsabilidad del 
estado de las conexiones eléctricas se encuentra a cargo del suscriptor, propietario, 
usuario, tenedor y/o poseedor y/o arrendatario del inmueble; lo anterior en atención 
al artículo 130 de la ley 142 de 1994, que al tenor dispone: 
 Partes del contrato. Son partes del contrato la Empresa de Servicios Públicos, y los 
usuarios. 
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El propietario del inmueble, el suscriptor y los usuarios del servicio son solidarios en 
sus obligaciones y derechos en el contrato de servicios públicos. 
 
Lo anterior fue corroborado por la Corte Constitucional en sentencia C – 690 de 
2002 en la que se dijo:  
 
Es forzoso entonces concluir que tanto el propietario como el poseedor y el suscriptor 
del servicio se benefician directamente de los servicios públicos. Tal beneficio no 
consiste sólo en el consumo, también en la posibilidad de contar con un inmueble 
habitable y susceptible de ser objeto de diversos negocios jurídicos. Por lo anterior, la 
disposición acusada está justificada y es razonable, pues no es arbitrario vincular al 
propietario, al poseedor, al suscriptor o al usuario en la satisfacción de las obligaciones 
de este tipo de contratos… 
… pues cualquiera de ellos resulta beneficiado con la prestación del mismo en 
diferentes formas. Además, la naturaleza domiciliaria de estos servicios implica que 
llegan al inmueble habitado por el interesado y su vinculación con el bien hace que sea 
legítimo que el legislador prescriba que cualquiera de estas categorías de personas no 
sólo deba integrar la relación como parte responsable de las obligaciones, sino que 
también pueda exigir que el servicio le sea prestado de manera eficiente. Por tanto, no 
resulta arbitrario ni contrario a la Constitución que el legislador regule de esta manera 
la solidaridad en el contrato de prestación de servicios públicos, pues aunque podría 
existir una normativa distinta, la presente no desborda la facultad que le confirió el 
constituyente.   
Concluye entonces esta Corte, que los propietarios, poseedores y suscriptores 
también son usuarios de los servicios públicos domiciliarios y que eliminar esta 
disposición afectaría negativamente las condiciones de operación de las empresas por 
sustraer a algunas personas del cumplimiento de sus obligaciones como 
consumidores o usuarios del servicio. Por tanto, el aparte acusado habrá de 
declararse exequible. 
 
6.5.2. Irregularidades comunes en las que se evidencia manipulación en los 
sistemas de medición. 
 
6.5.2.1. puente externo: La conexión irregular “puente externo” es un hecho 
cierto y hallado al momento de la revisión en el equipo de medida, 
notorio, y ostensible a la vista, por lo tanto para su sustentación, basta 
con el registro fotográfico toda vez que el mismo no precisa un cambio 
por encontrarse en buenas condiciones. De otro lado, el margen de 
error entendido este como pruebas de alta y baja, consignado en el 
acta de inspección técnica, debe demostrar que el equipo de medida al 
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momento de la revisión no tenía un registro confiable por causa de la 
anomalía encontrada. El acta de revisión técnica se considera prueba 
suficiente para dar inicio al proceso administrativo de recuperación de 
energía.  
 
Las pruebas en medidor ALTA Y BAJA, se efectúan instalando una carga constante 
de prueba de bornes del medidor y tomando lecturas de voltaje, corriente, numero 
de vueltas y tiempo; para con ellos calcular una constante de error, la cual debe ser 
comparada con la constante de fabricación del medidor, que aparece en la placa del 
aparato de medida. Si existe un error superior a 5% se considera que el medidor es 
conforme para efectuar su función. 
 
Aunado a la realización de pruebas técnicas en terreno, el registro fotográfico de las 
imágenes captadas al momento de la revisión pueden denotarausencia de 
elementos de seguridad (sellos) en la tapa bornera y por tanto el puente externo, lo 
que indica manipulación.  
 
En consecuencia,  esta anomalía es de tipo EXTERNO, y por tanto no se requiere 
del concepto del laboratorio, para determinar su existencia, pues en sustento 
probatorio, actúa el material fotográfico de las imágenes captadas al momento de la 
visita y el acta de revisión técnica, la cual debe estar debidamente firmada por el 
Usuario que atendió la visita o en su defecto por un testigo. 
 
6.5.2.2. ausencia de elementos de seguridad: La falta de sellos es una 
anomalía entendida como la ausencia de los elementos de seguridad 
del medidor los cuales evitan que el equipo de medida pueda ser 
intervenido.  
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Los sellos solo representan seguridad para el equipo de medida y obra como 
beneficio tanto para el Usuario como para la Empresa, brindando confiabilidad sobre 
el equipo de medida y evitando manipulaciones en su funcionamiento. 
 
6.5.2.3. líneas directas desde la red: Ciertamente, al momento de la visita de 
revisión técnica, se debe levantar Acta de Revisión y/o Instalación 
Eléctrica en la cual se dejen plasmados los pormenores de la visita y 
para el caso en concreto, el reporte de irregularidades en las 
instalaciones eléctricas conocidas como LÍNEAS DIRECTAS DESDE 
LA RED.  
 
Es así como para corroborar tal irregularidad, la empresa prestadora deberá en 
cumplimiento del debido proceso, realizar toma fotográfica de los hechos 
encontrados, y comunicarla al Usuario mediante traslado de material probatorio, con 
la finalidad que éste último tenga la oportunidad de controvertir dichos documentos, 
haciendo uso de su derecho de defensa y contradicción. 
 
En este orden de ideas, se entiende que esta irregularidad es la falta de medición de 
los aparatos que se alimentan del servicio de energía saliente de dichas líneas, 
ocasionando una pérdida directa y una falta de medición total de la energía 
consumida. 
 
Como resulta de la visita deberá establecerse mediante acta de revisión eléctrica y 
soportada en registro fotográfico, el aprovechamiento del servicio por parte del 
Usuario y en detrimento de la Empresa, a través de pinza voltiamperimétrica, que 
deberá arrojar resultados de voltios y amperaje registrado. 
ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE RECUPERACIÓN DE ENERGÍA ELECTRICA E INCIDENCIA DEL DOLO 
EN EL MARCO CONSTITUCIONAL DEL DEBIDO PROCESO AL TENOR DEL  




6.5.2.4. medidor desplomado: Del mismo modo, la empresa prestadora 
deberá levantar acta de revisión eléctrica, en la que se plasmen los 
pormenores de la misma, incluyendo así, las anomalías encontradas 
en el equipo de medida que para el caso, sería  “ALTERACIÓN DE LA 
POSICIÓN DEL MEDIDOR (DESPLOMADO)”. 
 
En atención a las imágenes capadas al momento de la visita de revisión técnica, en 
donde se evidencie el medidor desplomado, se hará claridad en que el 
funcionamiento de algunos medidores de energía está relacionado con elementos 
mecánicos tales como piñones, engranajes, ejes de rotación, discos giratorios, 
electroimanes  y otros, que dependiendo el tipo de medidor están presentes dentro 
de su mecanismo. 
 
 
El principio de funcionamiento de estos medidores es el de un par motor, si la bobina 
de corriente es recorrida por una corriente y la bobina de tensión alimentada por una 
tensión, se crea un campo magnético. En este campo se encuentra un disco con eje, 
soportado en unos cojinetes o joyas; la velocidad del disco está dada por la 
magnitud de la carga que se encuentre conectada. El eje tiene un sin fin que hace 
contacto con un Piñón y este a su vez se conecta con otros hasta llegar al 
numerador o registro. Resumiendo, es un sistema de trasmisión mecánica. 
 
 
6.5.2.5. fases invertidas: El buen funcionamiento de todo este sistema de 
medida, depende en gran parte de que todos sus componentes 
mantengan su posición, puesto que contiene partes móviles las cuales 
pueden ser susceptibles de rozamiento en varios puntos, causando el 
freno parcial o total de ellas, es entonces cuando las características de 
posicionamiento o aplomado del equipo de medida, juega un papel 
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importante dentro del funcionamiento del mismo, suponiendo una 
rotación de 45 grados tenemos posibles puntos de contacto 
perjudiciales para la medición del consumo. 
 
Teniendo en cuenta el funcionamiento de un medidor electromecánico, en donde se 
aplica el principio de inducción magnética, tenemos entonces que las líneas de 
campo magnético son influyentes en el sentido de giro del disco en el equipo de 
medida, partiendo de esta característica de funcionamiento podemos decir de que 
un cambio en el sentido de la corriente cambia el sentido de giro del disco, 
provocando así una devolución en el consecutivo mostrado en el ciclométrico, o 
según sea el tipo de medidor, el cambio en el sentido de una de sus corrientes 
entrantes (para medidores de más de una fase de entrada), provocaría un efecto de 
freno en el giro por consecuencia una lectura parcial del consumo. 
 
6.5.3. Analogía - Procedimiento Administrativo Sancionatorio a las luces de 
la Sentencia C-595/10PRESUNCION DE CULPA O DOLO EN MATERIA 
DE INFRACCIONES AMBIENTALES 
 
La norma acusada contenida en la Ley 1333 de 2009 acerca del tema sancionatorio 
en materia ambiental, fue declarada exequible por la Honorable Corte Constitucional, 




INTERES SUPERIOR DEL MEDIO AMBIENTE SANO-alcance 
 
La defensa del medio ambiente constituye un objetivo de principio dentro de la forma 
organizativa de Estado social de derecho acogida en Colombia. Ha dicho la Corte que 
constitucionalmente: “involucra aspectos relacionados con el manejo, uso, 
aprovechamiento y conservación de los recursos naturales, el equilibrio de los 
ecosistemas, la protección de la diversidad biológica y cultural, el desarrollo sostenible, 
y la calidad de vida del hombre entendido como parte integrante de ese mundo 
natural, temas, que entre otros, han sido reconocidos ampliamente por nuestra 
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Constitución Política en muchas normas que establecen claros mecanismos para 
proteger este derecho y exhortan a las autoridades a diseñar estrategias para su 
garantía y su desarrollo. En efecto, la protección del medio ambiente ha adquirido en 
nuestra Constitución un carácter de objetivo social, que al estar relacionado 
adicionalmente con la prestación eficiente de los servicios públicos, la salubridad y los 
recursos naturales como garantía de la supervivencia de las generaciones presentes y 
futuras, ha sido entendido como una prioridad dentro de los fines del Estado y como 





POTESTAD SANCIONATORIA DE LA ADMINISTRACION-Disposiciones 
constitucionales 
 
Como normatividad constitucional que soporta el derecho administrativo sancionador, 
pueden mencionarse: (i) El artículo 2º, al establecer que “son fines esenciales del 
Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; […] 
asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la 
República están instituidas para proteger a todas las personas en su vida, honra, 
bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de 
los deberes sociales del Estado y de los particulares.”  Sobre el particular, esta Corte 
ha indicado que “el ejercicio de la función pública encomendada a la administración 
implica que si ésta se encuentra facultada para imponer un mandato o regular una 
conducta en servicio del interés público, también debe estar facultada para lograr la 
garantía del orden mediante la imposición de sanciones, frente al incumplimiento de 
tales mandatos.” (ii) El artículo 4º al consagrar el “deber de acatar la Constitución y las 
leyes, y respetar y obedecer a las autoridades” y el artículo 6º al señalar que “los 
particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y 
las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones.” (iii) El artículo 29, al indicar que “el 
debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.” 
Ha sostenido esta Corporación que “cuando la Carta habla del debido proceso 
administrativo, implícitamente reconoce la facultad que incumbe a la Administración de 
imponer sanciones, es decir la  potestad sancionadora de la Administración.” (iv) En 
términos generales también pueden indicarse los artículos 150.8, 189.21.22.24 y 26, 
209, 334, 365, 366 y 370. 
 
 
POTESTAD SANCIONATORIA ADMINISTRATIVA Y POTESTAD SANCIONATORIA 
PENAL-Distinción  
 
La potestad sancionatoria penal propende por la garantía del orden social en abstracto 
-bienes sociales más amplios-; la consecución de fines retributivos, preventivos y 
resocializadores; y presenta un mayor grado de afectación de los intereses 
jurídicamente protegidos que daría lugar a la privación de la libertad. No ocurre lo 
mismo con la potestad sancionatoria administrativa al buscar primordialmente 
garantizar la organización y el funcionamiento de la Administración, y cumplir los 
cometidos estatales; cuestionar el incumplimiento de los deberes, prohibiciones y los 
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SANCION ADMINISTRATIVA-Aplicación del debido proceso no tiene la misma 
rigurosidad que en el ámbito penal 
 
En la sentencia C-530 de 2003 la Corte indicó que “la potestad punitiva del Estado 
agrupa el conjunto de competencias asignadas a los diferentes órganos para imponer 
sanciones de variada naturaleza jurídica. Por ello, la actuación administrativa 
requerida para la aplicación de sanciones, en ejercicio de la potestad sancionadora de 
la administración -correctiva y disciplinaria-, está subordinada a las reglas del debido 
proceso que deben observarse en la aplicación de sanciones por la comisión de ilícitos 
penales (CP art. 29), con los matices apropiados de acuerdo con los bienes jurídicos 
afectados con la sanción.”  En suma, en materia sancionatoria administrativa la 
aplicación de las garantías del debido proceso no tiene la misma rigurosidad que en el 
ámbito penal. Ya esta Corte ha resaltado que la tendencia de algunas democracias es 
garantizar el debido proceso en materia de sanciones administrativas, sin trasladar 
automáticamente la misma severidad de los principios que gobiernan el derecho penal, 
ni desatender las especificidades de dicho tipo de sanciones en cada uno de los 
contextos en que han sido establecidas por el legislador. 
 
SISTEMA SANCIONADOR-Principios de configuración y de aplicación 
 
Esta Corporación ha señalado que la imposición de sanciones por responsabilidad 
objetiva se ajusta a la Constitución en la medida que “(i) carezcan de la naturaleza de 
sanciones que la doctrina llama 'rescisorias', es decir, de sanciones que comprometen 
de manera específica el ejercicio de derechos y afectan de manera directa o indirecta 
a terceros; (ii) tengan un carácter meramente monetario; y (iii) sean de menor entidad 
en términos absolutos (tal como sucede en el caso de las sanciones de tránsito) o en 
términos relativos (tal como sucede en el régimen cambiario donde la sanción 
corresponde a un porcentaje del monto de la infracción o en el caso del decomiso en 
el que la afectación se limita exclusivamente a la propiedad sobre el bien cuya 




La función de las sanciones administrativas en materia ambiental es preventiva, 
correctiva y compensatoria para garantizar la efectividad de los principios y objetivos 
de la Constitución, los tratados internacionales, la ley y el reglamento. Las medidas 
preventivas tienen como función “prevenir, impedir o evitar la continuación de la 
ocurrencia de un hecho, la realización de una actividad o la existencia de una situación 
que atenta con el medio ambiente, los recursos naturales, el paisaje o la salud humana 
(artículo 4º, Ley 1333). 
 
INFRACCION EN MATERIA AMBIENTAL-Concepto  
 
Se considera infracción en materia ambiental i) toda acción u omisión que viole las 
normas previstas en el Código de Recursos Naturales Renovables, el Decreto ley 
2811 de 1974, la Ley 99 de 1993, la Ley 165 de 1994 y demás normas ambientales, ii) 
la comisión de un daño al medio ambiente bajo las mismas condiciones de 
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responsabilidad civil extracontractual, a saber: el daño, el hecho generador con culpa o 
dolo y el vínculo entre los dos (artículo 5º, Ley 1333). 
 
 
PRESUNCION DE INOCENCIA-Es aplicable como criterio general en el derecho 
administrativo sancionador 
 
La Corte reitera su jurisprudencia constitucional en orden a señalar que el principio de 
presunción de inocencia es aplicable como criterio general en el derecho 
administrativo sancionador. Sin embargo, la rigurosidad en su aplicación, propia del 
ámbito del derecho penal, no es trasladable in toto -con el mismo alcance integral- al 
derecho administrativo sancionador, dada la existencia de diferencias entre los 
regímenes (naturaleza de la actuación, fines perseguidos, ámbitos específicos de 
operancia, etc.), que lleva a su aplicación bajo ciertos matices o de manera atenuada 
(ámbito de la responsabilidad subjetiva). Incluso, excepcionalmente, podría 
establecerse la responsabilidad sin culpa (objetiva)”. 
 
 
6.5.4. Procedimiento penal - Defraudación de fluidos. 
 
En el departamento de Caldas, se profirió por el Juez Segundo Promiscuo de 
Riosucio, condena por el delito de defraudación de fluidos: 
 
“El juez segundo Promiscuo de Riosucio condenó a Nidia Echeverry Carvajal a 10 
meses y 20 días de prisión y a cancelar una multa de $474 mil 890 por robar energía 
eléctrica de un poste para su microempresa. Esta es la primera condena que se da en 
Caldas por este delito y la segunda en Colombia. 
 
Los hechos se registraron el 25 de marzo de 2011 cuando funcionarios de la Central 
Hidroeléctrica de Caldas (Chec) realizaron una visita técnica a las instalaciones en 
Supía, en la que encontraron que una línea directa que salía del medidor de energía 
del poste entraba a la casa y no registraba facturación. 
 
La Chec notificó a los propietarios de la vivienda, quienes aparecían como los dueños 
de la cuenta, y les solicitó el pago de $11 millones, que era el consumo desde 
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8. RECURSOS DISPONIBLES 
Elementos Administrativos. 
 
• Presupuesto: el financiamiento del proyecto se hará con recursos propios de 
la autora. 
 
• Recursos: como recurso humano se cuenta con una persona, quien es la 
autora del proyecto, con un espacio físico adecuado a las necesidades 
propias de la elaboración del trabajo de grado, como lo son: computador, 
bibliografía, y mobiliario adecuado. De otro lado se cuenta con acceso a las 
bibliotecas públicas de la ciudad y a la biblioteca de la Universidad Libre 
Seccional Pereira, Sede Belmonte y autorización para el préstamo de libros 
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Las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios no están facultadas 
para establecer la existencia del dolo en el actuar del usuario, así como tampoco 
superintendencia, no queda otra salida que garantizar la consagración del Estado 
Social de Derecho siendo a la Fiscalía General de la Nación como ente acusatorio 
dentro del sistema penal colombiano a quien corresponda determinar la 
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• Ley 142 de 1.994 Régimen de Servicios Públicos Domiciliarios 
 
• Concepto Unificado SSPD-OJU-2010-21, Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios.   
 
• SENTENCIA C-1194/05. Magistrado Ponente: Dr. MARCO GERARDO 
MONROY CABRA. Bogotá D. C., veintidós (22) de noviembre de dos mil 
cinco (2005). Sala Plena de la Corte Constitucional. 
 
• DOCUMENTO-138-2010- PLANES DE REDUCCIÓN DE PÉRDIDAS. 
Comisión de Regulación de Energía y Gas - CREG. 
 
• Concepto SSPD-2013-125, Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios.   
 
• Concepto  SSPD-2010-528. Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios. 
 
• Juan Ángel Palacio Hincapié. DERECHO PROCESAL ADMINISTRATIVO. 
Librería JURIDICA SANCHEZ  R. LTDA. 
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• Sentencia C – 690 de 2002. Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO 
MONTEALEGRE LYNETT. Bogotá, D.C., veintisiete (27) de agosto de dos mil 
dos (2002).Sala Plena de la Corte Constitucional. 
 
• Sentencia  C-595 de 2010. Magistrado Ponente: Dr. JORGE IVÁN PALACIO 
PALACIO. Bogotá D. C., veintisiete (27) de julio de dos mil diez (2010).La 
Sala Plena de la Corte Constitucional. 
 
• Ley 1437 de 2.011 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Editorial Leyer. Trigésima sexta edición. Esteban 
Mora Caicedo. 2014. Bogotá Colombia. 688 Páginas. 
 
• Comentarios al nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Autor Enrique José Arboleda Perdomo. Editorial 
Legis S.A. 2012. Bogotá D.C. 443 Páginas. 
 
• Instituciones de derecho administrativo. Miriam Mabel Ivanega. Editorial 
Universidad Externado de Colombia. Bogotá D.C. 2010. 603 Páginas. 
 
• Derecho administrativo general y Colombiano. Autor Libardo Rodríguez R. 
Editorial Temis S.A. 2015 Libardo Rodríguez R. XIV Edición. Bogotá D.C. 568 
Páginas. 
 
• Derecho administrativo Sancionador, una aproximación dogmática. Autor 
Jaime Ossa Arbeláez. Editorial legis S.A. Bogotá D.C. 2009. 803 Páginas. 
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